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Masacres de El Mozote y Lugares Aledaños vs El Salvador

Hechos
Los hechos del presente caso sucedieron entre el 11 y el 13 de diciembre de 
1981 cuando la Fuerza Armada de El Salvador con el apoyo de la Fuerza Aérea 
salvadoreña, realizó una serie consecutiva de ejecuciones masivas, colectivas 
e indiscriminadas de civiles, en el caserío El Mozote, el cantón La Joya, los 
caseríos Ranchería, Los Toriles y Jocote Amarillo, así como en el cantón Cerro 
Pando y en una cueva del Cerro Ortiz. Estos ataques se dieron en el marco de una 
supuesta operación de contrainsurgencia que formaba parte de una política de 
“tierra arrasada” planificada y ejecutada por el Estado. 

Tras doce años de conflicto armado, el 16 de enero de 1992 se firmó el Acuerdo de 
Paz que puso fin a las hostilidades entre el Gobierno de El Salvador y el FMLN. El 
23 de enero de 1992, la Asamblea Legislativa de la República de El Salvador dictó 
el Decreto Legislativo Nº 147 denominado “Ley de Reconciliación Nacional”. El 
20 de marzo de 1993, cinco días después de la presentación del Informe de la 
Comisión de la Verdad, la Asamblea Legislativa dictó la denominada “Ley de 
Amnistía General para la Consolidación de la Paz”.

I. Reparaciones
La Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas constituye per se una forma de 
reparación.

El Estado debe continuar con la plena puesta en funcionamiento del “Registro 
Único de Víctimas y Familiares de Víctimas de Graves Violaciones a los Derechos 
Humanos durante la Masacre de El Mozote” y adoptar las medidas necesarias 
para asegurar su permanencia en el tiempo y la asignación presupuestaria para su 
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efectivo funcionamiento.

El Estado debe, en un plazo razonable, iniciar, impulsar, reabrir, dirigir, continuar 
y concluir, según corresponda, con la mayor diligencia, las investigaciones 
de todos los hechos que originaron las violaciones declaradas en la presente 
Sentencia, con el propósito de identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los 
responsables.

El Estado debe asegurar que la Ley de Amnistía General para la Consolidación 
de la Paz no vuelva a representar un obstáculo para la investigación de los hechos 
materia del presente caso ni para la identificación, juzgamiento y eventual sanción 
de los responsables de los mismos y de otras graves violaciones de derechos 
humanos similares acontecidas durante el conflicto armado en El Salvador, de 
conformidad con lo establecido en el párrafo 318 de la presente Sentencia.

El Estado debe, en un plazo razonable, investigar, por intermedio de las instituciones 
públicas competentes, la conducta de los funcionarios que obstaculizaron la 
investigación y permitieron que permaneciera en impunidad y, luego de un 
debido proceso, aplicar, si es el caso, las sanciones administrativas, disciplinarias 
o penales correspondientes a quienes fueran encontrados responsables.

El Estado debe llevar a cabo un levantamiento de la información disponible sobre 
posibles sitios de inhumación o entierro a los cuales se deberá proteger para su 
preservación, a fin de que se inicien de manera sistemática y rigurosa, con los 
recursos humanos y económicos adecuados, las exhumaciones, identificación y, 
en su caso, entrega de los restos de las personas ejecutadas a sus familiares.

El Estado debe implementar un programa de desarrollo a favor de las comunidades 
del caserío El Mozote, del cantón La Joya, de los caseríos Ranchería, Los Toriles 
y Jocote Amarillo, y del cantón Cerro Pando.

El Estado debe garantizar las condiciones adecuadas a fin de que las víctimas 
desplazadas puedan retornar a sus comunidades de origen de manera permanente, 
si así lo desean, así como implementar un programa habitacional en las zonas 
afectadas por las masacres del presente caso.



191

DERECHO GLOBAL. ESTUDIOS SOBRE DERECHO Y JUSTICIA

Año 3, Número 9, julio- octubre 2018, ISSN 2448-5128 y ISSN-e 24485136

El Estado debe implementar un programa de atención y tratamiento integral de la 
salud física, psíquica y psicosocial con carácter permanente.

El Estado debe realizar las publicaciones indicadas en el párrafo 361 de la 
Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas. 

El Estado debe realizar un audiovisual documental sobre los graves hechos 
cometidos en las masacres de El Mozote y lugares aledaños.

El Estado debe implementar un programa o curso permanente y obligatorio sobre 
derechos humanos, incluyendo la perspectiva de género y niñez, dirigido a todos 
los niveles jerárquicos de la Fuerza Armada de la República de El Salvador.

El Estado debe pagar las cantidades fijadas en los párrafos 384 y 393 de la 
Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas, por concepto de indemnizaciones 
por daños materiales e inmateriales, y por el reintegro de costas y gastos. 

El Estado debe reintegrar al Fondo de Asistencia Legal de Víctimas de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos la suma erogada durante la tramitación del 
presente caso.

El Estado debe, dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de 
la Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas, rendir a la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos un informe sobre las medidas adoptadas para cumplir con 
la misma.

La Corte supervisará el cumplimiento íntegro de la Sentencia de Fondo, 
Reparaciones y Costas, en ejercicio de sus atribuciones y en cumplimiento de 
sus deberes conforme a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
y dará por concluido el presente caso una vez que el Estado haya dado cabal 
cumplimiento a lo dispuesto en la misma.




